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Como se indicó en el punto 6 de la cápsula 1, la nueva 
ley realiza una depuración de las excepciones a los pro-
cedimientos ordinarios de contratación (conocidas como 
contratación directa). A continuación, se analizan los prin-
cipales cambios que introduce la nueva normativa y los 
efectos que estos podrían generar en la ejecución de las 
contrataciones que realiza la Universidad Nacional.

Un aspecto relevante es, que se hace una separación de 
las exclusiones y las excepciones, que son temas que en 
la actual legislación se encuentran regulados en un mis-
mo artículo y genera algún nivel de confusión. Las exclu-
siones se refieren a materias que no son consideradas 
contratos públicos, por ende, no son alcanzados por la ley 
o sus principios, mientras que las excepciones se refie-
ren a situaciones donde se está en presencia de contratos 
públicos, pero por la naturaleza del objeto, condiciones o 
circunstancias concurrentes, no es posible aplicar los pro-
cedimientos ordinarios para contratar.
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Ahora bien, en relación con las excepciones creadas por la nueva legislación, 
destacan los siguientes cambios:

Las excepciones previstas en la Ley 
N° 9986, son númerus clausus, es 
decir, constituyen una lista cerra-
da que no puede ser modificada vía 
reglamentaria o por interpretación. 
En la Legislación actual, es posible 
que la Contraloría General de la Re-
pública (CGR), con criterios de opor-
tunidad y conveniencia, pueda crear 
excepciones para situaciones no 
previstas expresamente en la norma 
legal. Igualmente, cuando una Admi-
nistración recurría a los denomina-
dos “Tipos Abiertos” podía, por la vía 
reglamentaria, crear mecanismos de 
contratación diferentes a los proce-
dimientos ordinarios. Estas posibili-
dades no son previstas ni permitidas 
en la nueva ley, la cual, no contem-
pla de manera expresa, por tanto, se 
debe entender que no es válido, que 
la CGR permita excepciones, ade-
más, de manera expresa señala en 
su artículo 3 in fine (al final) que “Por 
reglamento no podrán crearse nue-
vas excepciones”.

1 2
La excepción de contratación direc-
ta entre entes de derecho público 
regulada en el inciso b) del artículo 
3, incrementa considerablemente 
su nivel de complejidad para vali-
dar su procedencia, esto por cuanto 
obliga a verificar en detalle por parte 
de la UNA como contratante, cómo 
se realizaría la prestación del obje-
to por parte del ente que se obligue 
como proveedor, ello para garanti-
zar que habrá una prestación directa 
(sin subcontrataciones) de al menos 
el 70% del objeto del contrato. Los 
mecanismos para realizar esta veri-
ficación no están claros, ni se indica 
que pasaría si en ejecución ese 70% 
no se respeta, pero la consecuencia 
podría ser la nulidad absoluta del 
contrato. En caso que la UNA actúe 
como contratista que “presta” un 
servicio, se vería obligada a hacerlo 
por medio de recursos propios en al 
menos el 70% del objeto del contrato, 
lo que incluye personas funcionarias 
nombradas de manera regular.
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3 4
La excepción de contratación direc-
ta por proveedor único regulada en 
el inciso c) del artículo 3, señala que 
deberá estar precedida tanto de una 
verificación en el sistema digital uni-
ficado (SICOP), que así lo acredite, 
como de un estudio de mercado, y de 
una invitación que debe ser realizada 
en dicho sistema por el plazo míni-
mo de tres días hábiles a fin de co-
nocer si existe más de un potencial 
oferente para proveer el objeto con-
tractual y verificar así la unicidad. De 
existir más de un eventual proveedor, 
se deberá realizar el procedimiento 
correspondiente. Si bien esta nor-
ma tiene como objetivo aumentar la 
transparencia y la libre concurrencia, 
a nivel operativo acarrea una serie de 
elementos que harán más complejo 
el uso de la figura, incluso habrá que 
valorar para cada caso concreto los 
pros y los contras de intentar usar la 
excepción o someter la adquisición a 
un procedimiento ordinario.

No se incluye la actual excepción de 
“Suscripciones y compra de material 
bibliográfico: La suscripción de revis-
tas, semanarios o diarios de circulación 
nacional o internacional, así como la 
compra de material bibliográfico en el 
extranjero, incluso el contenido en me-
dios electrónicos.” Esta omisión, que 
también se encuentra en el reglamento 
propuesto por el Poder Ejecutivo que fue 
sometido recientemente a consulta pú-
blica, constituye un problema serio para 
las Universidades, ya que históricamen-
te las “afiliaciones” a bases de datos de 
material bibliográfico se han realizado 
de forma directa a los proveedores en el 
exterior, de manera relativamente sen-
cilla. En este nuevo contexto, la UNA no 
solo se verá obligada a hacer concur-
sos aplicando los procedimientos ordi-
narios de contratación (licitación) para 
adquirir este tipo de servicios, sino que 
además deberá realizar una definición 
clara y concreta de requerimientos en 
los pliegos de condiciones, que garan-
tice que el resultado de la contratación 
podrá satisfacer la necesidad adminis-
trativa, ya que estos procesos de con-
tratación estarán sometidos a todos los 
controles previstos por la normativa, 
tales como, aclaraciones, recursos de 
objeción, revocatoria y apelación según 
corresponda, situación que es novedo-
sa para este tipo de contrataciones.
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Como se puede observar en los ejemplos antes señalados, el es-
píritu de la nueva legislación en relación con el mejoramiento de 
los procesos de planificación, mayor aplicación de transparencia y 
libre concurrencia, obliga a la administración a mejorar significa-
tivamente las motivaciones de los actos en algunas de las excep-
ciones, pues dichas decisiones estarán mucho más expuestas al 
escrutinio público, lo que genera una obligación de mejorar en la 
rigurosidad técnica que se aplica a los supuestos de excepción. 

La atención de este tema corresponde de manera directa a los su-
jetos que definen y delimitan los requerimientos, los cuales no solo 
deberán conocer sus propias necesidades, sino que se verán obli-
gados a asesorarse más y mejor sobre las diferentes situaciones 
vinculadas a la contratación pública que puedan afectar la conse-
cución de sus fines, ya que el no hacerlo, probablemente generará 
una mayor cantidad de incidencias negativas en los procesos que 
no solo podrían generar retrasos en las adquisiciones, sino la im-
posibilidad total de satisfacción de las necesidades.
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